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			PRESENTACIÓN

			El Manual básico de Derecho Urbanístico que presento al lector es el resultado de mi labor docente en las facultades de Derecho de las Universidades de Sevilla y de Cádiz, así como de mi experiencia durante cuatro años como Magistrado suplente en la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA en Sevilla. Agradezco a todos los que en este caminar me han acompañado y enseñado.

			El trabajo tiene su antecedente inmediato en mi aportación a las Lecciones de Derecho Administrativo que, bajo la dirección de la profesora Concepción Barrero Rodríguez y con la participación de diversos profesores del Departamento de Derecho Administrativo de la Facultad de Derecho de la Hispalense, se publicaron en esta misma editorial.

			Desde un primer momento comprendimos que la materia urbanística reclamaba un tratamiento más extenso y ello hizo que se desgajara el estudio del urbanismo de aquellas Lecciones para publicar este Manual básico, dirigido tanto a los estudiosos del Derecho como a los de Arquitectura y, en general, a los distintos operadores jurídicos y técnicos.

			Me parece importante explicar al lector qué fue lo que realmente me animó a escribir este Manual. Mi contacto como alumno con el urbanismo en la licenciatura me resultó complicado. La terminología me resultaba extraña, las instituciones confusas y la regulación imprecisa. No era ajena a ello la circunstancia de que los arquitectos asumían en aquella época la disciplina como suya, frente a los juristas que intentaban hacer lo mismo. Ni unos ni otros supieron entender (creo que todavía no lo hemos hecho) que el urbanismo es esencialmente una ciencia interdisciplinar cuya comprensión precisa un análisis desde perspectivas diversas. La ordenación del territorio, el medio ambiente, la sociología, la economía y la gestión empresarial, son ciencias diversas que convergen en un mismo objetivo: conseguir ciudades sostenibles donde la vida, el trabajo, el ocio y la vivienda dignifiquen a las personas. Ese carácter pluridisciplinar de la materia explica en buena parte, como decimos, que su estudio se haga muy frecuentemente poco grato a los no iniciados. Exponer las bases de esta disciplina con sencillez y rigor en un manual asequible ha sido mi propósito.

			El artículo 47 de nuestra Carta Magna afirma que: «todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada». Y añade que «es misión de los poderes públicos promover las condiciones necesarias y establecer las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación». Estas «normas pertinentes» constituyen el Derecho Urbanístico.

			El urbanismo sufre hoy, quizá más que ninguna rama del Derecho, los efectos de la crisis económica y de la explosión de la llamada burbuja inmobiliaria. Parecería que al reventar esa fantasía de crecimiento no fuera ya necesario un Derecho que «no supo o no pudo evitarla». Nada más lejos de la realidad. Al margen de que la crisis económica ha sido el resultado de varias concausas —la más importante la pérdida de los valores éticos en la sociedad materialista en la que vivimos—, lo cierto es que hoy surge un nuevo urbanismo que reclama, a su vez, una nueva regulación. La reforma interior de las ciudades, la sostenibilidad ambiental, la eficiencia energética, la eterna lucha contra la especulación, la ineludible y deseable configuración del Derecho a la vivienda como un derecho fundamental de nueva generación, la redefinición del papel de las distintas administraciones y de los espacios supramunicipales, mantienen la plena vigencia del Derecho Urbanístico a la vez que reclaman su reforma.

			Los mimbres con los que he trabajado son simples: la ley, la jurisprudencia, la experiencia personal en la judicatura y la labor de asesoramiento jurídico a la Administración y a las empresas. Y, por supuesto, la labor docente de muchos años que exige saber seleccionar lo básico y acertar en exponerlo con la mayor sencillez y claridad posible.

			Los temas se estudian centrándose en el Derecho estatal sin olvidar el carácter autonómico de esta competencia, lo que obliga en algunas partes a acudir al Derecho autonómico utilizando, a título ejemplificativo, el Derecho de la Comunidad Autónoma andaluza.

			Las partes más áridas se acompañan de gráficos y ejemplos. Se intenta realmente conseguir que el libro sea didáctico y que el lector pueda «perder el miedo» a estos temas que —como se explica en la evolución histórica y en las páginas que se dedican al Derecho comparado— no son nuevos ni privativos de un modelo de Estado o sociedad.

			Es un trabajo destinado, repetimos, a quienes necesitan iniciarse en esta disciplina y obtener una formación, a la vez que básica, completa y práctica.

			JOSÉ LUIS RIVERO YSERN

			Sevilla, octubre 2017
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			LECCIÓN 1

			EL DERECHO URBANÍSTICO. CONCEPTO Y EVOLUCIÓN

			SUMARIO: I. CONCEPTO Y EVOLUCIÓN DEL DERECHO URBANÍSTICO. 1. A modo introductorio: la ciudad y su devenir: la civitas romana. 2. Breve excurso por el Medievo: las leyes de Indias. 3. Algunas referencias al derecho comparado: Francia e Italia. A) Un breve apunte del urbanismo en Francia. a) Evolución normativa. b) La codificación. c) La propiedad planificada. d) Los Actos de intervención y uso del suelo. B) Algunas consideraciones del Derecho Urbanístico en Italia. a) El marco normativo y la distribución competencial. b) La creación de suelo público y la socialización de plusvalías. c) La Reforma de 1995, propiciada por el Instituto Nacional de Urbanismo: un nuevo modelo de Planes Generales de Regulación. d) Perspectivas de futuro. 4. Evolución del marco normativo del Derecho Urbanístico en España. A) Los comienzos. B) De la Ley del Suelo de 1956 al Real Decreto Legislativo 2/2008 que aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo. C) La Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, Regeneración y Renovación urbana. D) El Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo Estatal y Rehabilitación Urbana (TRLSE). BIBLIOGRAFÍA BÁSICA.

			I. CONCEPTO Y EVOLUCIÓN DEL DERECHO URBANÍSTICO

			1. A MODO INTRODUCTORIO: LA CIUDAD Y SU DEVENIR: LA CIVITAS ROMANA


			El Derecho Urbanístico es el conjunto normativo que regula la formación, conservación y desarrollo de la ciudad.

			La ciudad es un fenómeno complejo en continua evolución que puede ser objeto de estudio y análisis desde diversas disciplinas (ciencias del medio ambiente, sociología, arquitectura, historia y patrimonio histórico, sostenibilidad y eficiencia energética, sanidad y salubridad, etc.). Todas ellas buscan crear un hábitat y un entorno que facilite a los ciudadanos la convivencia y la calidad de vida.

			La historia del urbanismo, la historia de la ciudad y su entorno es el relato de la búsqueda de estos objetivos superando los obstáculos que planteaban, en unas ocasiones, la naturaleza y la técnica y, en la mayoría de las ocasiones, la ambición y la estupidez humana. Téngase presente que el nacimiento y evolución de las ciudades no responde al azar. Las ciudades son como son porque las idearon y construyeron personas que tenían concretas ambiciones y objetivos, definidas ideologías y, en suma, eran fruto de un momento histórico, de su tiempo.

			Desde que el hombre se hace sedentario necesitó un lugar en el que desarrollar su vida y su oficio; tener un hogar para él y los suyos. La ciudad en este sentido hace libre al hombre y lo acoge y protege.

			En ocasiones la ciudad protege simplemente por su propia ubicación, y en otras ocasiones por cuanto en ella las personas congregadas para vivir se organizan en comunidades con sus órganos de dirección, sus medios y hacienda.

			Aparece así una vida municipal que se organiza políticamente en estructuras democráticas. En ocasiones, la geografía, la meteorología, los cauces de agua, los pastos, etc., diseñan las ciudades que se adaptan al entorno. En otras, sin embargo, es el hombre el que crea, diseña y perfila la ciudad, modelando el entorno.

			Los primeros poblados son fruto de la necesidad de defensa, la explotación de la tierra y la cría del ganado. En ellos se congregan personas, en un recinto normalmente amurallado, recinto que hoy constituye lo que llamamos el centro o casco histórico de nuestras ciudades y pueblos. La construcción de estas necesarias murallas, que caracterizan a la ciudad medieval, fue precisamente uno de los gastos básicos de las finanzas municipales como lo serían posteriormente otras obras comunes como el mantenimiento de las vías públicas1.

			Grecia, Roma y las ciudades medievales son ejemplo de ciudades fortificadas. Los problemas de las ciudades en esta época, básicamente en el Medievo, son de orden higiénico, sanitario y de policía. Las Ordenanzas municipales fueron el cauce para abordar jurídicamente estos problemas.

			La ciudad en sus orígenes se estructura funcionalmente situando en su centro las instancias de gobierno, religiosas, comerciales y la propia vida social. De este centro irradian las calles tejiendo tramas de distinta estructura: cuadriculares, lineales, de círculos concéntricos, etc., que acogen plazas y palacios.

			Las aglomeraciones sucesoras de la ciudad rural, la polis griega, la cívitas romana o la ciudad medieval son distintas formas de organizar y transformar lo privado en público y ubicar el fluir de lo social.

			Siempre ha habido espacio para crear ciudades habitables. Siempre hemos podido vivir de manera saludable y económica. El problema ha sido siempre, básicamente, el que nos ha creado nuestra ambición especuladora (la más clara muestra de la estupidez del hombre que ha preferido abusar del suelo antes que disfrutar de él).

			Nada nuevo bajo el sol en los problemas básicos del urbanismo. Transcribo algunas reflexiones de Pedro Ángel Fernández Vega sobre la especulación en Roma que bien podrían estar referidas a nuestros días:

			«Los romanos demostraron una prodigiosa capacidad constructora, como se evidencia en sus obras de ingeniería o en sus edificios públicos, hasta el punto de que puede considerarse a Roma como la primera gran cultura del cemento y del ladrillo. Pero ello tuvo un reverso menos confesable: inflación del precio de las viviendas y de los alquileres, especulación, malas condiciones de habitabilidad. [...] En una Roma superpoblada (la ciudad tenía al menos un millón de habitantes en el período imperial), el sector inmobiliario movió importantes capitales, y la especulación se disparó con sus efectos devastadores, dejando como grandes damnificadas a las capas más humildes de la plebe urbana, y comprometiendo también severamente las capacidades pecuniarias de los libertos, caballeros y senadores que tenían que vivir de alquiler.

			A través de algunos personajes conocidos de la historia romana podemos saber cómo se desarrollaba la especulación inmobiliaria en la antigua Roma. Es el caso de Marco Licinio Craso, el general que derrotó a Espartaco y sofocó la revuelta de esclavos que estremeció a Roma entre los años 73 y 71 a.C, y que luego participó en el primer triunvirato del año 60 a.C. con Julio César y Pompeyo.

			Según narra Plutarco en la biografía que le dedicó, Craso amasó su gran fortuna como especulador. No desdeñó ensuciarse las manos recibiendo, mientras era oficial con el dictador Sila, las donaciones de casas que le llegaban después de las depuraciones a que éste sometió a sus adversarios; otras las adquirió muy baratas en subastas tras las proscripciones de los enemigos del régimen.

			Además, según el mismo Plutarco, llegó a tener 500 esclavos albañiles y constructores, con los que realizaba un tipo de operación inmobiliaria muy característica de la antigua Roma. Cuando se producía algún incendio o derrumbe, algo frecuente en la ciudad, sus gentes se personaban en los lugares siniestrados y compraban los edificios en llamas y los colindantes por un precio muy bajo, para luego volver a edificar. Son, en cierto modo, los primeros «pelotazos» inmobiliarios de los que la historia nos da noticia.

			Otro ejemplo de especulación lo encontramos en Cicerón, el ilustre orador, escritor y político del siglo I a.C. En una de sus epístolas dirigida a Ático, le comunicaba que se le habían derrumbado dos establecimientos comerciales y se habían ido los inquilinos y hasta las ratas. Sin embargo, lejos de apenarse, Cicerón concluía que el proyecto que le habían aconsejado haría que el accidente le fuera provechoso. Cualquiera podría suponer que Cicerón jugaba a dejar caer sus propiedades porque le saldría más rentable.

			El poder público no intervino directamente o de forma efectiva en estos casos de especulación. Se conoce algún decreto senatorial que obligaba a pagar al erario público el doble del importe de compra, anulándose además la venta, pero estas medidas parece que tuvieron muy escaso alcance.

			Los beneficios de los constructores debieron ser importantes, aunque no disponemos de cifras. Sí conocemos, en cambio, uno de los métodos que utilizaban para acrecentarlos fraudulentamente: el de inflar los presupuestos. El arquitecto y escritor Vitruvio, por ejemplo, clamaba por la desvergüenza de algunos colegas que presupuestaban obras cuyo coste real final suponía el doble o más del cálculo inicial.

			En un período algo posterior Aulo Gelio narraba una escena en la que varios arquitectos presentaban proyectos a un potentado llamado Frontón. Éste eligió uno de ellos y preguntó su coste, estimado en 300.000 sestercios. Un amigo suyo le recordó entonces que calculara como mínimo otros 50.000.

			Hubo leyes contra estos abusos, que preveían la opción de iniciar acciones legales contra esos errores de cálculo y, en concreto, la de demandar al contratista que elevara más del 50 por ciento el coste inicial presupuestado.

			Uno de los aspectos más modernos de las construcciones urbanas romanas radica en la elevación de inmuebles de varias alturas, las ínsulas, bloques de pisos que crecían en vertical para repartir entre más viviendas el coste del solar. En realidad, la edificación en altura no se tradujo en viviendas más asequibles sino en cuchitriles de dimensiones reducidas, con gente hacinada, sometidos a un doble peligro que se materializó con reiterada crueldad: los desplomes y los incendios. Rascacielos a la romana.

			Según el arquitecto Vitruvio: «con pilares de piedra y con estructura de mampostería se levantan varios pisos con numerosos entramados, que logran como resultado unas viviendas altas, de enorme utilidad. Por tanto, el pueblo romano adquiere viviendas magníficas, sin ningún obstáculo, a partir de superponer unos pisos sobre otros».

			Es cierto que técnicamente se podía resolver el problema de la vivienda con ínsulas de apartamentos, donde se estratificaba a los habitantes en altura: plantas más bajas con pisos amplios y luminosos, y plantas más altas con estudios cada vez más reducidos y habitaciones subarrendadas para gentes de menor poder adquisitivo conforme se ascendía. Pero el que técnicamente estuviera solucionado el problema no eximió a la plebe romana de sufrir de manera reiterada colapsos de edificios o incendios voraces que se cebaban sobre las estructuras de madera.

			Ésta fue la causa de que se intentara regular las alturas máximas (sin mucho éxito a juzgar por la reiteración de normas al respecto y por los indicios arqueológicos). Augusto y Trajano fijaron la altura máxima en siete y seis plantas, pero la ínsula que se conserva en las laderas del Capitolio parece haber superado estas alturas; éste es el caso del glotón Santra, protagonista de un poema de Marcial, que habitaba una buhardilla a 200 escalones de la calle. Para burlar las normas, por ejemplo, se podía respetar la altura máxima en la primera línea de fachada y retranquear los pisos más altos.

			La especulación condenó a importantes masas de población a una situación de riesgo y a condiciones de vida muy difíciles. Otros, en cambio, se lucraron, como aquel Ameno mencionado por Marcial, que pretendía vender su “casucha pretenciosa”, muy engalanada eso sí, por 200.000 sestercios, el doble de lo que le costó»2.

			El éxodo de lo rural a lo urbano saturó una ciudad que la revolución industrial, basada en los postulados del utilitarismo y el crecimiento económico, por ejemplo, desarrolló de forma absurda. La revolución industrial en el siglo XIX supuso un cambio radical en la perspectiva urbanística de las ciudades. Algo tan insignificante, aparentemente, como la invención del ascensor facilita una sobreexplotación del suelo al aumentar las posibilidades edificatorias en altura. Los propietarios de suelo encuentran un medio para alojar a las personas en celdas, donde viven hacinados quienes hasta entonces vivían holgadamente en contacto con la naturaleza.

			El suelo se convierte en moneda de cambio en manos de quienes ya explotaban con salarios miserables a quienes habían ido a la ciudad en busca de un trabajo en las nuevas fábricas y de una vida mejor. Aparece el submundo de los barrios marginales y las chabolas con su carga de injusticia y desigualdad. La economía y la avaricia han sido un claro determinante del modelo de ciudad.

			Si nos preguntamos por qué algunas ciudades son como son, las respuestas son curiosas. Algunas casas de las orillas de los canales de Ámsterdam tienen sus fachadas inclinadas hacia adelante por la necesidad de elevar con grúa los aperos y pertenencias en unas viviendas que carecen de ventanas laterales. El motivo fue, al parecer, el encarecimiento fiscal de las fachadas con vistas a los canales cuando el Ayuntamiento obligó a eliminar las viviendas flotantes. El gravamen en función de los metros de fachada llevó a casas con poca fachada «en tubo», salvo en los supuestos de bancos y ricos propietarios, que pudieron asumir la carga fiscal que conllevaba tener más metros de fachada al canal.

			Tampoco es casual la ciudad radial a los pies de un gran palacio. El poder tenía así controlado a sus súbditos a tiro de cañón, etc. Señala Chueca Goitia que:

			«La distribución igual y continua de la población en el Occidente europeo fue una de las causas que dieron lugar al concepto unitario de nación, frente al concepto antiguo de ciudad-estado. El que no existieran esas deformes cabezas que fueron las metrópolis antiguas, que todo lo absorbían y vinculaban a sí mismas, facilitó que surgiera un nuevo concepto, el del Estado nacional, como expresión de una totalidad territorial, de una integración y no de una suma o conjunto aditivo de ciudades. Pues bien, el poder político, el poder real y, asimismo, el poder de los grandes señores (que ejercían a veces una autoridad tan completa como la del propio rey, aunque teóricamente fuera delegada), era un poder transeúnte, un poder que no estaba vinculado a ninguna ciudad, sino que transitaba por todo el territorio, acudiendo a donde las necesidades reclamaban su presencia. Todos conocemos por la historia la existencia de estas cortes nómadas y trashumantes, cuyo ajetreo era el precio del poder que habían de pagar el monarca y sus cortesanos. Este movimiento constante no se detuvo en las monarquías francesa e inglesa hasta el siglo XIV, manteniéndose todavía mucho más tiempo en nuestra patria, pues el primer rey español que asienta permanentemente su corte es Felipe II, el rey burócrata, que representa las exigencias del Estado nacional moderno.

			Pues bien: con el tiempo, este Estado nacional moderno, que había surgido de la estructura agraria de la civilización medieval, acaba por ser el que la destruye, el que modifica profundamente el orden de cosas antiguo y el que trae el desequilibrio en la distribución de la población, volviendo una vez más a la instauración de la gran ciudad como elemento político y social decisivo. El Estado trashumante comenzaba a encontrar una dificultad, cada día mayor, para trasladar consigo sus instituciones. Los ministros, los servidores, los instrumentos de gobierno, los papeles, la correspondencia, etc., eran cada vez un bagaje más pesado para poderlo transportar de una a otra localidad en este constante trasiego. El monarca y sus más inmediatos colaboradores en el gobierno no podían ya vigilar todo por sí mismos, acudir a todas partes para dar personalmente la solución. Era necesario, por consiguiente, crear un instrumento burocrático impersonal y delegar en una forma o en otra la autoridad. El resultado fue una burocracia permanente que tenía su asiento en una corte permanente; sus archivos, sus cancillerías, sus tribunales, etc., en unos edificios permanentes. Y así surge la capital con concepto de tal; la capital, que es una creación enteramente moderna, una creación que podemos llamar barroca, dando a este término la amplitud que usualmente se le asigna en el terreno de la cultura. Antiguamente había existido la Metrópoli gigantesca: Antioquía, Alejandría, Roma, Bagdad; pero estas ciudades no eran la capital en el sentido moderno: eran entidades políticas en cierto modo encarnación de la ciudad-estado. Mas ahora, después de haberse producido la nación como consecuencia de ese continuum campesinado feudal de la Edad Media, la capital tiene que ser algo representativo; imagen y condensación de la realidad nacional. Si en el mundo antiguo la ciudad era un hecho primario y el Estado se fundía con ella, o por así decirlo, era un hecho secundario, concebido y estructurado a imagen y semejanza de la ciudad soberana, en el mundo barroco el proceso era opuesto: el Estado nacional era el hecho primario, y la ciudad la condensación localizada de los instrumentos políticos exigidos por el Estado»3.

			2. BREVE EXCURSO POR EL MEDIEVO: LAS LEYES DE INDIAS


			En esta breve evolución de la ciudad nos parece que puede ser interesante la exposición de las normas que, en la Edad Media, en nuestro país, regulaban la creación de las poblaciones.

			Permítaseme una breve cita, por lo que tuvo de trascendental para la urbanización y población, no solo de la Metrópoli sino del Nuevo Mundo, de las llamadas Leyes de Indias.

			Durante el reinado de Carlos II de España se realizó la Recopilación de las leyes de los reinos de Indias promulgada con la Real Cédula del 18 de mayo de 1680. Consistía en un conjunto de disposiciones jurídicas ordenadas en nueve libros, que contenían alrededor de 6.400 leyes. Esta recopilación constituyó un conjunto normativo que diseñó el modelo urbanístico en el Nuevo Mundo y otros lugares por más de cuatro siglos.

			En el reinado de Felipe II, concretamente en 1573, se publica una auténtica Ley de la Ciudad. La ciudad aparece diseñada conforme a un modelo de plano ajedrezado:

			«Arranca de la Plaza y se irradia a través de calles que terminan en la muralla y sus puertas de acceso que deben ser de fácil acceso para que se pueda entrar, y salir fácilmente, comerciar y gobernar, socorrer y defender. Si la ciudad va a estar en zona costera se establece que: “En la costa o mar sea el sitio levantado, sano, y fuerte, teniendo consideración al abrigo, fondo y defensa del puerto, y si fuere posible no tenga el mar al mediodía, ni poniente”.

			La ocupación del suelo preciso para la nueva villa debe hacerse “sin perjuicio de los Indios y Naturales, o con su libre consentimiento: Y cuando hagan la planta del Lugar, repártanlo por sus Plazas, calles y solares a cordel de regla, comenzando desde la Plaza mayor, y sacando desde ella las calles a las puertas y caminos principales y dexando tanto compas abierto, que, aunque la población vaya en gran crecimiento, se pueda siempre proseguir y dilatar en la misma forma”. [Una previsión de crecimiento en círculos concéntricos que durante tanto tiempo se ha mantenido].

			Procuren tener el agua cerca, y que se pueda conducir al pueblo y heredades, derivándola si fuere posible, para mejor aprovecharse de ella, y los materiales necesarios para edificio, tierras de labor, cultura y pasto, con que excusaran el mucho trabajo y costas, que se siguen de la distancia. No elijan sitio para poblar en lugares muy altos, por la molestia de los vientos y dificultad del servicio y acarreo, ni en lugares muy bajos, porque suelen ser enfermos: Fúndese en los medianamente levantados, que gocen descubiertos los vientos del Norte y Mediodía: Y si hubieren de tener sierras, ó cuestas, sea por la parte de levante y poniente: y si no se pudieren excusar de los lugares altos, funden en parte donde no estén sujetos a nieblas, haciendo observación de lo que más convenga a la salud, y accidentes, que se pueden ofrecer. Y en caso de edificar a la rivera de algún río, disponga la población de forma que saliendo el sol dé primero en el pueblo que en el agua.»

			La ciudad así fundada adopta su estructura administrativa:

			«que habiendo elegido sitio, el Gobernador declare si ha de ser ciudad, villa, o lugar, y conforme a lo que declarare se forme el Concejo, República y oficiales de ella, de forma que si hubiere de ser Ciudad Metropolitana, tenga Juez con Título de Adelantado, o Alcalde mayor, o Corregidor, o Alcalde ordinario que exersa la jurisdicción insolidum, etc. y otros muchos cargos. Para las Villas y Lugares, Alcalde ordinario: un Alguacil: un Escribano de concejo y público y un Mayordomo.»

			Las leyes detallan criterios de referencia a la instalación de villas y pueblos:

			«que el territorio no se tome en puerto de Mar, ni en parte que perjudique. Que se funden los pueblos cerca de ríos navegables, para que tengan mejor tragín y comercio, como los marítimos: Ordenamos, que así se funden, si el sitio lo permitiere, y que los solares para carnicerías, pescaderías, tenerías, y otras oficinas, que causan inmundicias, y mal olor, se procuren poner hacia el rio, o mar, para que con más limpieza y sanidad se conserven las poblaciones.

			La Plaza mayor donde se ha de comenzar la población, siendo en Costa de Mar, se debe hacer al desembarcadero del puerto, y si fuere lugar mediterráneo, en medio de la población: Su forma en quadro prolongada, que por lo menos tenga de largo una vez y media de su ancho, por que sea más a propósito para las fiestas de a caballo, y otras. Su grandeza proporcional al número de vecinos, y teniendo consideración a que la gente pueda ir en aumento, no sea menos, que de doscientos pies en ancho, y trescientos de largo, ni mayor a ochocientos pies de largo y quinientos treinta y dos de ancho, y quedará de mediana y buena proporción.

			De la Plaza salgan cuatro calles principales, una por medio de cada costado; y demás de estas dos por cada esquina: las cuatro esquinas miren a los cuatro vientos principales porque saliendo así las calles de la Plaza no estarán expuestas a los cuatro vientos que será de mucho inconveniente: toda en contorno, y las cuatro calles principales, que de ella han de salir, tengan portales para comodidad de los tratantes, que suelen concurrir; y las ocho calles que saldrán por las cuatro esquinas, salgan libres, sin encontrarse en los portales, de forma que hagan la acera derecha con la plaza y la calle.»

			Aparte de otras previsiones, siempre presididas por la idea de limpieza, sanidad y seguridad (v. gr., que no se edifiquen casas trescientos pasos alrededor de las murallas). Se establecen distintos destinos al suelo:

			«que se señale exido competente para el pueblo. Que los exidos sean en tan competentes distancias, que si creciere la población siempre quede bastante espacio, para que la gente se pueda recrear, y salir los ganados sin hacer daño.»

			Es decir, se establece una previsión de crecimiento poblacional y se habilita ya el suelo (suelo apto para crear nueva ciudad) donde se habrá de instalar en el futuro este crecimiento:

			«que se señalen dehesas y tierras para propios: Junto a los anteriores terrenos deben señalarse dehesas, que confinen con los exidos en que pastar los bueyes de labor, caballos, y ganado de la carnicería, y para el número ordinario de los otros ganados, que los pobladores por ordenanza han de tener y alguna buena cantidad más, que sea propio del concejo, y lo restante en tierras de labor, de que hagan suertes, y sean tantas como los solares, que puede haber en la población; y si hubiere tierras de regadío, así mismo se hagan suertes, y repartan en la misma proporción, a los primeros pobladores.» [Toda una previsión de suelo rústico y de pastizales para alimentarse la población].

			Este suelo es un antecedente de lo que estudiaremos más adelante, los patrimonios públicos de suelo. Un suelo que produce rentas para poder atender las cargas administrativas del municipio (lo que hará que se reduzca la carga fiscal de estos pueblos). Este patrimonio lo administra el Rey que lo asigna:

			«a los que de nuevo fueren a poblar: y de estas tierras hagan los Virreyes separar las que parecieren convenientes para propios de los pueblos, que no los tuvieren, de que se ayude a la paga de los salarios de los Corregidores, dexando exidos, dehesas y pastos bastantes, como era proveído, y así lo executen.»

			Y ya finalmente, garantizada la viabilidad de la ciudad y el sustento de sus habitantes:

			«luego que sea hecha la sementera y acomodado el ganado en tanta cantidad y buena prevención, que con la gracia de Dios nuestro Señor puedan esperar abundancia de bastimentos, comiencen con mucho cuidado y diligencia a fundar y edificar sus casas de buenos cimientos y paredes, y vayan apercibidos de tapiales, tablas y todas las otras herramientas, e instrumentos, que convienen para edificar con brevedad, y a toda costa.

			El término y territorio, que se diere a poblados por capitulación, se reparta en la forma siguiente:

			Saquese primero lo que fuere menester para solares del pueblo y exido competente, y dehesa en que se pueda pastar abundantemente el ganado, que han de tener los vecinos, y más otro tanto para los propios del lugar: El resto del territorio y término se haga quatro partes: La una de ellas, que se escogiere, sea para el que esta obligado a hacer el pueblo, y las otras tres se repartan en partes iguales para los pobladores. […] Que se fabriquen el Templo principal en el sitio, y disposición, que se ordena, y otras iglesias, y monasterios (Ordenanzas 118, 119, 120, 122, 125 y 126).

			En lugares mediterráneos no se fabrique el templo en la Plaza, sino algo distante de ella, donde esté separado por otro cualquier edificio que no pertenezca a su comodidad y ornato, y por que de todas partes sea visto, y mejor venerado, esté algo levantado del suelo, de forma que se haya de entrar por gradas, y entre la Plaza mayor y el templo se edifiquen las Casas Reales, Cabildo, o Concejo, Aduana, y Atarazana, en tal distancia, que autoricen al templo, y no lo embaracen, y en caso de necesidad se puedan socorrer, y si la población fuere en costa, dispóngase de forma que saliendo de Mar sea visto, y su fábrica como defensa del puerto, señalando solares cerca de él, y no a su continuación, en que se fabriquen las Casas Reales, y tiendas en la casa para propios, imponiendo algún moderado tributo en las mercaderías: y así mismo en otras plazas menores para Iglesias parroquiales, y monasterios, donde sean convenientes. Que el sitio, tamaño y disposición de la plaza sea como se ordena (Ordenanzas 112,113, 114 y 115). Que los solares se repartan por suertes. Repártanse los solares por suertes a los pobladores, continuando desde los que corresponden a la Plaza mayor, y los demás queden para Nos hacer merced de ellos a los que de nuevo fueren a poblar, o lo que fuere nuestra voluntad: y ordenamos que siempre se lleve hecha la planta del lugar que se ha de fundar.»

			3. ALGUNAS REFERENCIAS AL DERECHO COMPARADO: FRANCIA E ITALIA


			A) Un breve apunte del urbanismo en Francia4

			a) Evolución normativa

			Prescindiendo de etapas anteriores en las que se dictan normas fundamentalmente protectoras del demanio (edicto de Enrique IV de 1607, edicto de Luis XVI de 1783), es en el siglo XVIII cuando tienen lugar los primeros abordajes de la ordenación de la ciudad en Francia y ello desde la perspectiva de la policía de salud y seguridad (edictos de Luis XV de 1765 o declaración de Luis XVI en 1783).

			El Decreto Imperial de 15 de octubre de 1810 reorganizó la protección de la salud mediante la policía de establecimientos peligrosos incómodos e insalubres.

			A finales del siglo XIX y primeros del siglo XX predomina un análisis y un tratamiento de lo urbanístico desde la normativa sectorial. Ejemplo de ello puede ser la Ley de 31 de diciembre de 1913 sobre monumentos históricos.

			Podemos hablar propiamente del Derecho Urbanístico en Francia a partir de la Segunda Guerra Mundial. Tras la contienda se abordan, fundamentalmente, la reconstrucción y la política de vivienda, así como determinados aspectos relativos al planeamiento y uso del suelo.

			Tras la Segunda Guerra Mundial y hasta los años setenta vive Francia su etapa de expansión del urbanismo y del Derecho Urbanístico más intensa. Se ponen así en marcha los principales instrumentos de planificación urbana («esquemas directores», «planes de ocupación de suelo») y se inicia el llamado urbanismo operativo («zonas de ordenación concertada»).

			La Ley de 15 de junio de 1943 marcó un momento decisivo en este primer urbanismo al que provee de técnicas precisas de intervención (así por ejemplo ordenar la licencia previa al ejercicio de actividades urbanísticas de forma general y en todo el territorio nacional). Es una Ley que consagra la asunción del urbanismo por el Estado, que crea en el Ministerio del Interior la organización específica para esta materia. El objetivo final era pasar de un urbanismo meramente operativo, al hilo de la ejecución de obras e intervenciones concretas (Zonas de Urbanización Prioritaria) en las que se actuaba vía expropiatoria y mediante derechos de tanteo, a un urbanismo prospectivo, a la elaboración de marcos normativos y de planeamiento para organizar a largo plazo suelo y aglomeraciones urbanas (Planes de Ordenación y de Organización General).

			Los últimos años el urbanismo francés mira a la concertación de los agentes sociales y los poderes públicos, en el marco de sus competencias, con la vista puesta en una pluralidad de objetivos (eliminar la discriminación entre los residentes actuales y los del porvenir, usar el suelo de forma sostenible y en el marco de la protección del medio). El artículo L.110 del Código de urbanismo francés (en lo sucesivo Code), ha fijado estos objetivos.

			Desde el punto de vista competencial, el hecho de ser Francia un Estado unitario no impide que exista un convencimiento generalizado de que cada administración debe jugar un específico papel en el proceso de definición, creación y gestión de la ciudad.

			Las leyes de 7 de enero de 1983 y 18 de julio de 1985 abrieron el proceso de descentralización de las competencias urbanísticas con la idea de que era necesario integrar a todos los actores del proceso en una tarea común de forma que, sin perjuicio de las competencias en esta materia del Estado, se llamara a las administraciones locales a la labor de preparación y elaboración de los Planes. La idea la resume claramente el artículo L.110 del Code cuando afirma que: «el territorio francés es el patrimonio común de la Nación. Cada colectividad pública es su gestora y garante en el marco de sus competencias».

			La primacía y el control urbanístico del Estado se canaliza, sin embargo, —entre otras técnicas normativas— a través de la inclusión de una cláusula específica de «interés estatal» en los proyectos y actuaciones. Tal calificación se lleva a cabo a través de las «Directivas Territoriales de Ordenación y Desarrollo permanentes» aprobadas por Decreto del Consejo de Estado (Sección segunda del Capítulo segundo del Code).

			b) La codificación

			Los textos relativos al urbanismo han sido codificados en el país vecino sobre la base de la Ley 72/535, de 30 de junio de 1972, de la que parte el Code.

			La codificación del urbanismo en este texto legal permite una unificación del Derecho Urbanístico que, como toda unificación, ayuda a garantizar la seguridad jurídica. El Code tiene una estructura tripartita: una parte legislativa (Ley 72/535 y sus desarrollos y modificaciones) y una parte reglamentaria (que parte de los decretos 73/1022 y 73/1023, de 8 de noviembre de 1973, y su desarrollo ulterior). A ello finalmente se añaden las decisiones del Consejo de Estado y resoluciones administrativas —de orden técnico y de ejecución—.

			c) La propiedad planificada

			La propiedad privada constitucionalmente reconocida se concreta, en su contenido esencial, por la vía de la Ley y el Plan.

			Desde la Ley de 31 de diciembre de 1975 a la de 13 de diciembre de 2000 se utilizó, para concretar ese contenido propio del derecho de propiedad urbana5, el llamado «plafond legal de densité». Este tope o techo puede definirse como el límite de la posibilidad constructiva reconocida al propietario, por encima de la cual este propietario debe pagar un tributo a la colectividad.

			Con esta técnica se intentaba luchar contra la especulación y desincentivar la construcción vertical favoreciendo la financiación local.

			En la práctica sus resultados fueron escasos y tras la Ley 2000/1208 este plafond subsiste solo en determinadas zonas mientras que en otros municipios y agrupaciones municipales se sustituye por un sistema de aportaciones de los propietarios, similares a las contribuciones y cesiones para infraestructuras.

			En cualquier caso, la propiedad resulta ser una propiedad planificada y reconducida a las previsiones del planeamiento en los límites, términos y principios de la ejecución de los mismos.

			Los instrumentos de Ordenación urbanística básicos son: Esquemas de Coherencia territorial; Directrices marco para L’Île-de-France y en los municipios (comunes), Planes Locales de Urbanismo y Cartas Municipales. Completando todo ello existe una pluralidad heterogénea de reglas generales que unifican la ordenación y uso del suelo y el urbanismo (Reglas generales y Directrices de Ordenación).

			Los esquemas de Coherencia Territorial son claro ejemplo de la tarea de coordinación y ordenación estatal en la materia. La competencia para su aprobación es estatal, pero en el marco de lo establecido en los artículos L 2131.1 y 2 del Código general de las Colectividades Locales. En su elaboración se garantiza la participación ciudadana y especialmente de las colectividades afectadas. El artículo 143.3 del Code marca, como límite y objetivo obligado, garantizar la coherencia entre los aspectos urbanísticos, hábitat y medioambientales. Constan de un proyecto de ordenación y desarrollo diferido, y fijan los objetivos de las políticas públicas en materia de hábitat, desarrollo económico, ocio, transporte y estacionamientos. Establecen zonas de ordenación diferida, zonas de reserva de suelo y zonas de ordenación concertada.

			Los esquemas de coherencia territorial son elaborados por un establecimiento público de cooperación intercomunal o por un sindicato mixto en el que se asocian los municipios pertenecientes al ámbito territorial del propio Esquema de Coherencia y cuyo presidente, tras un proceso ampliamente participativo, aprueba el Esquema.

			El Plan Local sujeta toda ejecución, uso de suelo y apertura de actividades a sus propios términos. No obstante, el L.152.3 del Code permite excepciones a esta regla básica en atención a la naturaleza del suelo, la configuración de las parcelas, el tipo de construcciones vecinas, el carácter histórico o monumental de la edificación, etc.; en todo caso previa autorización de la autoridad administrativa correspondiente —estatal o local—.

			En defecto de Plan Local pueden aprobarse Cartas Comunales que son similares en su función a los Proyectos de Delimitación de Suelo en nuestro Derecho —que veremos más adelante— y que son aprobadas por el Estado. La aprobación corresponde al órgano deliberante del establecimiento público de colaboración intermunicipal o al propio Consejo Municipal, según los casos, y pueden, con bastante flexibilidad, revisarse o modificarse (según las consecuencias que pueda acarrear tales alteraciones se usa una u otra figura).

			Hay una sujeción a la Evaluación Medioambiental, en los términos de la Directiva 2001/42/CE del Parlamento y del Consejo, de 27 de junio de 2001, para los principales instrumentos de planeamiento.

			d) Los actos de intervención y uso del suelo

			La exigencia de que los actos de intervención y uso del suelo se sometan al control público se traduce en los llamados «permisos de construir» y «declaraciones de obras».

			Ambos son complementarios: el primero es previo a la ejecución de obras y el segundo se emplea para obras de menor importancia. La declaración, por otra parte, es realmente un permiso simplificado eficaz ab initio, pero sujeto a la posible oposición de reparos por parte de la Administración.

			Se resuelven las solicitudes de estas autorizaciones tanto de forma expresa como por silencio, siendo en este último supuesto, normalmente negativa la resolución tácita.

			Se consideran estas autorizaciones actos constitutivos del derecho a construir, sin perjuicio, además, de un riguroso control de conformidad final de los trabajos. No pueden perjudicar derechos de terceros ni incidir en cuestiones civiles.

			Estas técnicas interventoras y de autorización se llevan a cabo bajo la premisa de que el suelo sea urbano.

			Sin embargo, lo cierto es que el artículo L.111.4 del Code amplía generosamente las excepciones a ese principio general de prohibición de edificación fuera de zonas urbanas. La casuística es amplia, sin duda más amplia —como veremos— que los usos permitidos en nuestro Derecho en suelo no urbano, y remite siempre a una previa autorización estatal.

			Esta permisividad deriva, no solo de circunstancias fácticas o de interés general sino del propio principio de diferenciación local (art. 111.8 y 9 del Code).

			Propiedad, en suma, intervenida vía planificación, centralizada, pero en el marco de una amplia participación municipal.

			B) Algunas consideraciones del Derecho Urbanístico en Italia

			a) El marco normativo y la distribución competencial

			El comienzo del urbanismo lo marca en Italia la Ley 1150 de 1942, ley realmente avanzada para las fechas y el entorno político y bélico en el que nació. Era una Ley enmarcada en el objetivo de reconstrucción nacional tras la segunda guerra mundial en una Italia devastada.

			La ordenación urbanística se articula en la Ley de 1942 en cuatro niveles:

			1) La propia Ley 1150/1942, que desarrolla la Constitución.

			2) Las Leyes Cuadro, que establecen las líneas generales de actuación de las leyes, Planes Territoriales, Regionales, de las Comunidades Montanas, etc.

			3) Planes generales, que establecen previsiones y directrices básicas en la elaboración de Planes generales de regulación, comunales e intercomunales.

			4) Planes de actuación o de desarrollo (planes de detalle, de recuperación, etc.).

			Según la reforma del Título V de la Constitución Italiana, la planificación territorial —en cuanto se considera «Gobierno del Territorio»— es una competencia concurrente entre el Estado y las regiones. La ley cuadro establece los principios generales del gobierno territorial; en ese marco las leyes regionales desarrollan sus correspondientes políticas legislativas.

			Las grandes materias (contenido urbanístico del derecho de propiedad, compensaciones, expropiación, fiscalidad) son de competencia estatal, quedando en manos de las regiones aspectos de gestión, formales y procedimentales.

			b) La creación de suelo público y la socialización de plusvalías

			La labor de reconstrucción fue asumida fundamentalmente por el Estado. Un Estado inicialmente y básicamente centralizado. Sin perjuicio de ello, los Ayuntamientos tuvieron un papel muy importante en esta tarea a través de sus competencias en la elaboración y aprobación de los Planes Generales de Regulación (PGR).

			Junto a los esfuerzos de reconstrucción, propios de la posguerra e íntimamente unido a ella, el segundo gran reto en el derecho del país vecino ha sido el control de la reversión de las plusvalías que esos procesos de transformación traían consigo. Esto es, la justa distribución del beneficio producido por el incremento del valor de un suelo, inicialmente agrario, al transformarse en suelo urbano como consecuencia del proceso de crecimiento de la ciudad. Ese crecimiento de la ciudad se establecía básicamente en los Planes, que fueron marcando el proceso de conversión del suelo rústico en urbano para la creación de ciudades.

			Este problema de reversión de plusvalías a la colectividad es general en todos los países que reconocen el derecho de propiedad urbana y le dotan de un contenido mínimo de valor económico.

			Italia aplicaba en estas operaciones de transformación de suelo una ley expropiatoria del año 1885, que no resolvía, sin embargo, técnicamente el problema de especulación que acompañaba a todas ellas. Por otra parte, los grupos de poder inmobiliarios y los propietarios defendían sus derechos e intereses privados en cuanto a qué edificar, cómo y dónde, frente a una política municipal sin claras potestades de intervención y sometida a los avatares y luchas entre los partidos políticos de izquierdas y derechas.

			Fue precisamente la aparición de una coalición de las fuerzas políticas del centro-izquierda italiano la que abordó con mayor decisión —aunque sin llegar a poder hacerla efectiva—, una reforma urbanística que podía solventar, al menos parcialmente, estas dificultades. La reforma partía de considerar la planificación urbanística como una función y una potestad pública sustrayendo de los intereses particulares las decisiones acerca de que era lo mejor para la futura ciudad. Por otro lado, abordaba con decisión el tema especulativo. Eran los Ayuntamientos los que decidían qué suelo era de adquisición preferente y quiénes adquirían estos suelos, mediante expropiación a precios rústicos. Del mismo modo, eran los Ayuntamientos quienes urbanizaban esos terrenos para, finalmente y mediante pública subasta, adjudicarlos a los promotores inmobiliarios. La reforma no alcanzó la aprobación parlamentaria y los problemas seguían sin resolverse, con el resultado final del encarecimiento del suelo, de la vivienda y la urgencia de una política clara de vivienda, especialmente de vivienda social.

			Con la Ley número 10 de 1977 se intentó llegar a una solución desde planteamientos de dogmática jurídico-política nuevos. La idea de partida en el sistema anterior de que el derecho a la edificabilidad era del propietario, pero sujeto a la obtención de una licencia, es sustituida por la consideración de que no deberían considerarse del mismo modo el derecho de propiedad y el derecho a construir. El primero es del propietario, mas el derecho de construir es un derecho de titularidad pública que, como tal, la Administración «concede» al propietario. El propietario por su parte debe, como contrapartida a la adquisición de tal derecho, abonar a la Administración (colectividad) una cantidad, un canon concesional (además de las cesiones que deben los propietarios efectuar para que se lleve a efecto la urbanización del suelo con la correspondiente ejecución de servicios y dotaciones).

			El sistema planteaba un cambio radical que paralizaron, sin embargo, tanto los propietarios, que discutían el quantum del canon, como la propia Corte Constitucional Italiana que consideró que el sistema llevaba a que el beneficio obtenido por los propietarios expropiados para la obra pública fuera inferior a los valores de mercado —que era el aplicado a los suelos que no estaban afectados por la obra pública—. Esta diferencia de trato, a juicio de la Corte, era contraria a la equidad e inconstitucional.

			Las propiedades con previsiones públicas resultaban efectivamente penalizadas por estar gravadas con vínculos de expropiación que reducen su valor y que los municipios, además, no estaban en condiciones de ejecutar por falta de disponibilidad financiera, mientras que las propiedades incluidas en las demás previsiones del plan se veían favorecidas porque, por lo general, podían explotar fácilmente la plusvalía correspondiente.

			En esta situación de grave iniquidad, se fundan las reiteradas intervenciones del Tribunal Constitucional que, de hecho, pusieron en crisis el modelo de ejecución: primero, cuando limitó las afecciones expropiatorias del Plan a un plazo de cinco años, obligando además a su indemnización, y cuando optó por la búsqueda del valor real de las indemnizaciones (valor de mercado)6.

			La Corte Costituzionale rompía así el modelo expropiatorio como técnica de redistribución social al elevar los valores de indemnización, que eran inasumibles por los Ayuntamientos.

			c) La Reforma de 1995, propiciada por el Instituto Nacional de Urbanismo: un nuevo modelo de Planes Generales de Regulación

			A estos problemas se sumaba la necesidad de cambiar de política urbanística como consecuencia de la crisis económica de finales del siglo XX.

			De la política de desarrollo urbano se pasó a la política de transformación urbana y con ello a una crisis de los Planes Generales de Regulación como medidas de Ordenación a medio y largo plazo, sustituyéndose por medidas de intervención y regulación puntuales, caso por caso, de la ciudad.

			Si un instrumento de este tipo podía ser de indudable eficacia en el período de expansión urbana, a principios del decenio de 1950 y finales de 1970, cuando el contenido predominante de los planes era la urbanización de nuevos suelos ganados a las tierras agrícolas y gestionados mediante grandes sectores y planes detallados, con la nueva realidad económica resultaba, sin embargo, un instrumento eficaz solo para la ciudad existente, donde sus «normas ordenadoras» garantizan derechos y valores, pero no para una transformación urbana, que es la problemática dominante en esta fase del desarrollo territorial italiano y, en cuyo marco, las «normas de transformación» solo pueden determinar «certidumbres hipotéticas»: la complejidad y rapidez del proceso de transformación urbana, la participación en el mismo de múltiples agentes, la aparición de nuevas exigencias y nuevas necesidades y la crisis de los recursos públicos son, todos ellos, elementos que concurren a buscar un instrumento distinto para la planificación urbana, a reformar los PRG7.

			El Instituto Nacional de Urbanística, prestigioso organismo de estudio y propuesta, presentó en 1995 un nuevo modelo de Plan General en el que se distinguía un triple contenido. Una parte programática, que establecía el modelo general de la ciudad, parte no vinculante ni atributiva de derechos edificatorios; una segunda, vinculante y legitimadora de expropiaciones para un periodo de cinco años y una tercera, de reforma, aunque también de ampliación, de la ciudad existente.

			A la vez que esta nueva configuración de la función de los Planes Reguladores, la reforma introdujo dos instrumentos en la gestión: de un lado la «perequazione» urbanística, que se puede definir como la búsqueda en el Plan de una equidistribución de beneficios y cargas partiendo de la idea de que la edificabilidad de un suelo debe depender de sus características y no de una elección discrecional del plan.

			Y de otro «la compensación» para obtener suelos dotacionales a cambio de la concesión de derechos edificatorios que podían usarse en un libre comercio entre los distintos sujetos afectados. Este modelo fue adoptado por distintas regiones e implica el abono de las indemnizaciones para la adquisición de áreas de interés comunitario mediante derechos edificatorios.

			Junto a estas previsiones la reforma preveía un nuevo sistema de ejecución.

			El modelo de ejecución del Plan operativo no es ya de tipo expropiatorio, sino compensatorio, aun cuando el instrumento de la expropiación (a valor de mercado, para garantizar también, en este caso, un trato equitativo de los propietarios) no desaparece, sino que se mantiene como una posibilidad excepcional de intervención a la que siempre puede recurrir la administración municipal. Compensación siempre que sea posible, expropiación cuando sea necesario: esta es la esencia del nuevo modelo de ejecución.

			d) Perspectivas de futuro

			No se han desarrollado hasta la fecha la competencia estatal y tampoco las regionales en la materia. El Estado no ha publicado la necesaria ley marco que defina los contenidos básicos y esenciales del derecho de propiedad urbana y del Derecho Urbanístico en Italia.

			Tampoco está finalmente definido el reparto competencial en ese país fuertemente descentralizado ni las regiones han agotado sus posibilidades competenciales en la materia. Un trabajo importante por hacer, en suma. Hoy en día se sigue trabajando en una ley (estatal) que, en el ámbito de la revisión constitucional de las competencias del Estado-Regiones, siente los principios básicos del urbanismo en Italia.

			Por último, hay que llamar la atención sobre la aparición en el país vecino de un proceso que va generalizándose en todos los países: la participación de los privados en la gestión pública del urbanismo y, más aún, no solo en la ejecución del Plan sino en la formulación de las mismas determinaciones vinculantes del Plan mediante un urbanismo concertado y negociado. Es la llamada desregulación urbanística que deja, en cierta forma, competencias públicas en manos privadas.

			4. EVOLUCIÓN DEL MARCO NORMATIVO DEL DERECHO URBANÍSTICO EN ESPAÑA


			A) Los comienzos

			Si resumimos la evolución de nuestras leyes urbanísticas y las distintas etapas de nuestro urbanismo pueden señalarse:

			a) Leyes de Expropiación Forzosa (la primera de ellas, la Ley de 17 de julio de 1836, sustituida por la Ley de 10 de enero de 1879. Después se aprobaron la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954 y su Reglamento de 26 de abril de 1957, normas ambas que continúan vigentes).

			b) Leyes de Ensanche de poblaciones (Ley de 29 de junio de 1864 y su Reglamento de 25 de abril de 1867; Ley de 22 de diciembre de 1876).

			c) Leyes de Reforma Interior y de Saneamiento (la Ley de 18 de marzo de 1895 y la propia Ley de Expropiación Forzosa de 10 de enero de 1879; la Ley General de Sanidad de 12 de enero de 1904 y el Reglamento de Obras, Servicios y Bienes Municipales de 14 de julio de 1924).

			B) De la Ley del Suelo de 1956 al Real Decreto Legislativo 2/2008 que aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo

			Es una afirmación generalizada la de considerar la Ley del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 como el nacimiento del Derecho Urbanístico moderno en España. La Ley establecía unos principios y técnicas realmente revolucionarias. Las más destacadas pueden ser las siguientes:

			a) Superación de la concepción romanista del derecho de propiedad separando el derecho de propiedad del derecho a edificar. La Ley determina que las facultades del derecho de propiedad se ejercerán dentro de los límites y con el cumplimiento de los deberes establecidos en la Ley, o, en virtud de la misma, por los planes de ordenación con arreglo a la calificación urbanística de los predios. Frente a la dicción del artículo 338 del Código Civil, el derecho a edificar va a venir determinado por la «clasificación» del suelo. La Ley distinguía entre dos categorías básicas, el suelo rústico o rural y el suelo urbano, y añadía una tercera categoría, el suelo apto para urbanizar que precisaba un previo planeamiento intermedio. Esta clasificación y en consecuencia la atribución del derecho a edificar la llevaba a cabo el plan en ejecución de la Ley, reservando el ius aedificandi para el suelo que consideraba suelo urbano. No cabría, además, suelo urbanizable sin previo planeamiento.

			b) Coherente con esta concepción del derecho de propiedad, la Ley del Suelo establece que «la ordenación del uso de los terrenos y construcciones […] no conferirá derecho a los propietarios a exigir la indemnización, por implicar meras limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la propiedad según su calificación urbanística».

			c) Dada, sin embargo, la desigualdad de trato entre propietarios a la que lleva la clasificación y calificación del suelo por el planeamiento, se hace necesaria la reparcelación de terrenos para distribuir justamente los beneficios y cargas de la ordenación entre los propietarios considerados, para lo cual establece diversos sistemas de ejecución del plan.

			d) El urbanismo es una función pública. Son las Administraciones públicas, dentro de sus respectivas competencias y en el marco de la ley, las que asumen la labor de planeamiento (y en consecuencia la determinación de la clasificación y calificación del suelo), la gestión y ejecución de los planes y el control de todo el proceso. La labor de los particulares es importante en todas las fases del proceso de planeamiento, ejecución y edificación, pero siempre complementaria y subordinada a la dirección y control de la Administración.

			e) La Ley del Suelo asume la función planificadora apareciendo el concepto de plan, primero a nivel estatal y, posteriormente, aplicado a realidades territoriales inferiores.

			f) La aprobación de los planes llevaba implícita la declaración de interés público a efectos expropiatorios.

			g) Preocupación por buscar una justa valoración del suelo en el marco de unos sistemas de ejecución que garantizaran la equidistribución de beneficios y cargas, tema nuclear, como veremos, del urbanismo.

			h) Y, finalmente, prevé la creación de los patrimonios públicos del suelo. Para la obtención de este suelo se obliga a las Administraciones públicas a consignar presupuestariamente cantidades destinadas a la adquisición de suelo público que, inyectado en la masa de suelo privado, se suponía abarataría el suelo y, en consecuencia, la vivienda.

			La Ley de 1956 falló en su aplicación. Los planes no se redactaron, con lo cual la posibilidad de creación de suelo urbano no existía y el suelo existente se encareció. Los Ayuntamientos, siempre en crisis económica, no asignaron partidas para la creación de los Patrimonios de Suelo. Y, para completar el cúmulo de problemas, la Administración estatal llevó a cabo una política urbanística dispersa y carente de la más elemental coordinación entre distintos Ministerios y organismos.

			Las reformas de la Ley del Suelo de 1956 se han ido sucediendo hasta nuestros días. En el año 1975 se planteó una reforma que intentaba agilizar la creación y modificación de los planes y mejorar la ejecución. Pero todo ello en el contexto de una economía de crecimiento (que duró muy poco tiempo) y a la que sucedió una crisis económica que dejaba sin sentido el modelo (Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 aprobado por Decreto 1.346/1976, de 9 de abril, todavía en vigor como legislación supletoria de la legislación urbanística propia de las Comunidades Autónomas).

			El desarrollo reglamentario del Texto Refundido de 1976 se llevó a cabo mediante tres Reglamentos: de Planeamiento Urbanístico, Real Decreto 2.159/1978, de 23 de junio (RPU); Disciplina Urbanística, Real Decreto 2.187/1978, de 23 de junio (RDU), y de Gestión Urbanística, Real Decreto 3.288/1978, de 25 de agosto (RGU), que completaron el régimen urbanístico junto con los anteriores Reglamentos de Edificación Forzosa (1964) y Reparcelaciones (1966), todos ellos aún aplicables con carácter supletorio.

			La segunda gran reforma urbanística, tras la Ley de 1956, se produjo con la Ley 8/1990, de 25 de julio, que condujo a la aprobación del segundo Texto Refundido de la Ley del Suelo, el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, con derogación completa del Texto Refundido de 1976.

			La Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo, se limitó a la fijación de las condiciones básicas que aseguraran la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y deberes en el suelo afectado por los procesos de urbanización y edificación, al tiempo que intentaba delimitar la función social de la propiedad de acuerdo con lo previsto en el artículo 149.1.1.ª en relación con el artículo 33.2 de la CE. Asimismo, determinaba el contenido económico del derecho de propiedad, valorando, a efectos expropiatorios, las diferentes facultades que lo integraban según su grado de adquisición.

			El momento más caótico en la historia de nuestro Derecho Urbanístico fue la publicación de la STC 61/1997, de 20 de marzo. En esta sentencia, el Tribunal Constitucional, resolviendo varios recursos de las Comunidades Autónomas contra la Ley 8/1990 que acabamos de referenciar, abordaba la delimitación competencial entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

			En ella el Alto Tribunal determinó que, puesto que la Ordenación del Territorio y el Urbanismo era, según el artículo 148.1.3.ª CE, competencia exclusiva autonómica, el Estado carecía de título competencial para dictar normas en la materia, salvo para regular las condiciones básicas del derecho de propiedad (art. 149.1.1.ª CE), las garantías básicas en la expropiación forzosa, el régimen de valoraciones y la responsabilidad patrimonial, así como algunas cuestiones civiles (art. 149.1.8.ª), v. gr.: acceso de actos urbanísticos al Registro de la Propiedad.

			Además, a través de la regulación de esas condiciones básicas, el Estado no puede configurar el modelo de ejercicio de sus respectivas competencias que las demás Administraciones pretendan diseñar; ni definir o predeterminar las técnicas o instrumentos urbanísticos al servicio de esas estrategias territoriales.

			Hay que distinguir, pues, entre aquellas normas urbanísticas que guardan una directa e inmediata relación con el derecho de propiedad y de las que se predican las condiciones básicas (ámbito al que se circunscribe el art. 149.1.1.ª), de aquellas otras que tienen por objeto o se refieren a la ordenación de la ciudad, esto es, las normas que en sentido amplio regulan la actividad de urbanización y edificación de los terrenos para la creación de la ciudad (ámbito que queda fuera del citado precepto constitucional) [FJ 9.b)].

			En resumen, en desarrollo del artículo 149.1.1.ª «Regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales» y según el Tribunal Constitucional, le corresponde al Estado en materia de urbanismo las siguientes competencias:

			1) La opción por una determinada concepción del derecho de propiedad, como es la que disocia la propiedad del suelo del derecho a edificar.

			2) La adquisición del contenido urbanístico susceptible de apropiación privada, su valoración o los presupuestos previos para que pueda nacer el derecho de propiedad urbana.

			3) Las facultades y deberes básicos que sean inherentes a cada manifestación del dominio.

			Con esta rotunda sentencia y de la noche a la mañana, las Comunidades Autónomas que, salvo contadas excepciones, carecían de legislación urbanística propia y habían aceptado pacíficamente la legislación estatal de forma supletoria, se encontraron sin otro Derecho en la materia que la Ley de 1976 «resucitada» por la Sentencia. Tras soluciones de emergencia, algunas de ellas pintorescas (leyes puente que reproducían como legislación propia el texto derogado de la legislación estatal por la STC de 20 de marzo de 1997), las Comunidades Autónomas publicaron sus propias leyes urbanísticas con escasas innovaciones y diferencias unas de otras, salvo algunas excepciones (tratamiento del agente urbanizador y otras peculiaridades en la gestión y el planeamiento).

			A partir de entonces, el Estado ha aprobado el importante Reglamento de Inscripción de Actos Urbanísticos en el Registro de la Propiedad (Real Decreto 1.093/1997, de 4 de julio) y cuatro grandes Leyes de contenido básico o pleno.

			— La primera (precedida por las medidas liberalizadoras del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio, y la Ley 7/1997, de 14 de abril) fue la Ley sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, Ley 6/1998, de 13 de abril (modificada por el Real Decreto-Ley 4/2000, de 23 de junio; por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, y por la Ley 10/2003, de 20 de mayo).

			— La segunda, la Ley 8/2007, de 28 de mayo, incluida en el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, del Texto Refundido de la Ley del Estado (TRLSE), que deroga a la anterior.

			— La Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, Regeneración y Renovación urbana.

			C) La Ley 8/2013, de 26 de junio, de Rehabilitación, Regeneración y Renovación urbana

			Esta Ley, como indica su Preámbulo, «se enmarca en un contexto de crisis económica, cuya salida depende en gran medida —dado el peso del sector inmobiliario en dicha crisis— de la recuperación y reactivación —de cara sobre todo al empleo— del sector de la construcción. Dicha salida, excluidas las políticas de expansión, tales como la generación de nueva ciudad y nuevas viviendas, sólo es posible actuando sobre el patrimonio inmobiliario y la edificación existente».

			También se enmarca, de otra parte, «en la necesidad de operar, paralelamente, sobre el patrimonio inmobiliario existente a los efectos de contribuir al ahorro energético, con el relanzamiento de la industria de materiales, así como de la relativa a las restantes instalaciones y dotaciones de la edificación y de las tecnologías de energías renovables, para hacer frente, no sólo a los retos energéticos de la economía española —dependencia del exterior en energías primarias e incremento de costes y riesgos que tal dependencia supone—, sino también a los compromisos adquiridos en el contexto de la Unión Europea y su paquete de objetivos en materia energética y de lucha contra el cambio climático para el año 2020. Estos compromisos incluyen la intervención sobre el parque de viviendas existentes en cuanto sector en el que es posible un ahorro energético considerable y en el que hay que incidir también desde el punto de vista de la lucha contra el cambio climático, inducido por los gases de efecto invernadero».

			Los objetivos perseguidos por esta Ley son los siguientes:

			a) En primer lugar, potenciar la rehabilitación edificatoria y la regeneración y renovación urbanas.

			b) En segundo lugar, ofrecer un marco normativo idóneo para permitir la reconversión y reactivación del sector de la construcción.

			c) En tercer lugar, fomentar la calidad, la sostenibilidad y la competitividad, tanto en la edificación como en el suelo, acercando nuestro marco normativo al marco europeo, sobre todo en relación con los objetivos de eficiencia, ahorro energético y lucha contra la pobreza energética.

			La Ley modifica, en la búsqueda de estos objetivos: el Texto refundido de la Ley de Suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio; la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible; el Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa; la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación; el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación, y la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal. En algunos casos puntuales la modificación incluye la derogación de determinados preceptos.

			Los tres objetivos señalados en los párrafos anteriores se alinean con la Directiva 2010/31/UE, en la medida en que la Ley persigue promover la eficiencia energética y atender a los desafíos provocados por el cambio climático.

			D) El Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo Estatal y Rehabilitación Urbana (TRLSE)

			Finalmente, el artículo uno, h) de la Ley 20/2014, de 29 de octubre, por la que se delegó en el Gobierno la potestad de dictar diversos textos refundidos, en virtud de lo establecido en el artículo 82 y siguientes de la CE, autorizó al Gobierno para aprobar un texto refundido en el que se integrasen, debidamente regularizadas, aclaradas y armonizadas, la Ley de Suelo, aprobada por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, y los artículos 1 a 19, las disposiciones adicionales primera a cuarta, las disposiciones transitorias primera y segunda y las disposiciones finales duodécima y decimoctava; así como las disposiciones finales decimonovena y vigésima y la disposición derogatoria, de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas. El plazo para la realización de dicho texto era de doce meses a partir de la entrada en vigor de la citada Ley 20/2014, que tuvo lugar el 31 de octubre de 2014.

			Dicha tarea refundidora se planteaba básicamente dos objetivos: de un lado aclarar, regularizar y armonizar la terminología y el contenido dispositivo de ambos textos legales, y de otro, estructurar y ordenar en una única disposición general los preceptos de diferente naturaleza y alcance que contienen aquellos.

			La labor de refundición y sistematización del Gobierno plasmó en el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el vigente texto refundido de la Ley del Suelo Estatal y Rehabilitación Urbana (en lo sucesivo TRLSE).

			Para conocer los títulos competenciales, la naturaleza de sus preceptos y ámbito de aplicación hay que acudir a la Disposición final segunda de la Ley que por su utilidad transcribimos:

			«1. Tienen el carácter de condiciones básicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los correspondientes deberes constitucionales y, en su caso, de bases del régimen de las Administraciones Públicas, de la planificación general de la actividad económica, de protección del medio ambiente y del régimen energético, dictadas en ejercicio de las competencias reservadas al legislador general en el artículo 149.1.1.ª, 13.ª, 23.ª y 25.ª de la CE, los artículos 1; 2; 3; 4; 5, letras a) y b); 6; 7; 8; 9; 11, apartados 1; 2; 3; 4 y 5, primer párrafo; 12; 13; 14; 15; 16; 17; 18; 19; 20; 21; 22; 24; 31; 32, apartado 1; 33; 43; 49, apartado 3; 52, apartado 5; las disposiciones adicionales sexta, apartado 1; duodécima y decimotercera; las disposiciones transitoria primera; segunda y cuarta.

			2. Tienen el carácter de disposiciones establecidas en ejercicio de la competencia reservada al legislador estatal por el artículo 149.1.8.ª y 18.ª sobre legislación civil, procedimiento administrativo común y expropiación forzosa y sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas, los artículos 4, apartados 1; 2 y 3; 5, letras c), d) y e); 9, apartados 1; 3 y 7; 10; 11 apartado 5, in fine; 13, apartado 2, letras a) y b); 14, letra d); 15, apartado 4, 19; 23; 24; 25; 26, 27; 28; 29; 32, apartado 1; 33; 34; 35; 36; 37; 38; 39; 40; 41; 42; 43; 44; 45; 46; 47; 48; 49, apartados 1 y 2; 50; 52, apartados 3 y 4; 53; 54; 55; 57; 58; 59; 60; 61; 65; 66; 67; 68; las Disposiciones adicionales primera, cuarta, quinta; sexta, apartados 2 y 3; séptima, octava, novena y décima y la disposición transitoria tercera.

			3. Los artículos 51 y 52, apartados 1 y 2, tienen el carácter de bases de la planificación general de la actividad económica dictadas en ejercicio de la competencia reservada al legislador estatal en el artículo 149.1.13.ª de la CE, sin perjuicio de las competencias exclusivas sobre suelo y urbanismo que tengan atribuidas las Comunidades Autónomas.

			4. Los artículos 5, letra f); 32, apartado 2; 56; 57; 62; 63 y 64 se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª de la CE, que atribuye al Estado la competencia en materia de legislación procesal.

			5. El artículo 30 y la disposición final primera se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.30.ª de la CE, que atribuye al Estado la competencia sobre regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales.

			6. El artículo 22, apartado 4, y la disposición adicional undécima se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.14.ª, que atribuye al Estado la competencia sobre Hacienda General y Deuda del Estado.

			7. Las disposiciones adicionales segunda y décima, apartado 3, se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.4.ª de la CE, que atribuye al Estado la competencia en materia de Defensa y Fuerzas Armadas.

			8. El contenido normativo íntegro de esta Ley es de aplicación directa en los territorios de las ciudades de Ceuta y Melilla, con las siguientes precisiones:

			a) La potestad que la letra b) del apartado primero del artículo 20 reconoce a la ley para reducir el porcentaje de reserva de vivienda sometida a algún régimen de protección pública y la de determinar los posibles destinos del patrimonio público del suelo, de entre los previstos en el apartado 1 del artículo 52, podrán ser ejercidas directamente en el Plan General.

			b) El porcentaje a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 18 será, con carácter general, el 15 por ciento. No obstante, el Plan General podrá, de forma proporcionada y motivada, reducirlo hasta un 10 por ciento, o incrementarlo hasta un máximo del 20 por ciento, en las actuaciones o ámbitos en los que el valor de los solares resultantes sea sensiblemente inferior, o superior al medio de los incluidos en su misma clase de suelo, respectivamente.

			9. Lo dispuesto en esta ley se aplicará sin perjuicio de los regímenes civiles, forales o especiales, allí donde existen.»

			En resumen, la situación actual es la de un ordenamiento urbanístico complejo y heterogéneo compuesto por:

			1) Una legislación estatal de aplicación plena:

			a) El Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana.

			b) La Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

			c) El Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, aprobatorio del 	llamado Código Técnico de la Edificación.
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